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A la oplnlon pública del
país:

Con la aprobación de la
Ley Reglamentaria en
materia de Instituciones
y Procedimientos Elec­
torales (COFIPE) fina­
lizó la elaboración de la
Reforma Electoral co­
rrespondiente a este
sexenio. El resultado no
podía ser más res­
tringido y decepcionante.
Ni las reformas consti­
tucionales aprobadas
recientemente, ni las que
se introdujeron con pos­
terioridad en el Código,
continuadoras ambas de
las de 1989-1990, re­
presentan una base para
la transición democrá­
tica del país o para la
seguridad y credibilidad
ciudadana en las elec­
ciones federales del
próximo año. La respon­
sabilidad recae en los
legisladores que apro­
baron la reforma y, so­
bre todo, en el gobierno
que determinó las mo­
dalidades de la nego­
ciación política y el con­
tenido de la nueva
legislación.
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La reforma elec­
toral debería haber
tenido por objetivo pro­
porcionar garantías y
transparencia al proceso
electoral y, a la compe­
tencia política, condi­
ciones mínimas de e­
quidad. Adicionalmente,
representaba una opor­
tunidad inmejorable
para abatir los enormes
rezagos democráticos
existentes e n el país, así
como restituir derechos
ciudadanos de numerosos
grupos y sectores a
quienes les ha sido con­
culcados: los habitantes
del Distrito Federal, los
mexicanos en el ex­
tranjero, las mujeres,
los trabajadores en su
conjunto, habría de
permitir la transición
del país a la modernidad
política, y la verdadera
institucionalidad demo­
crática. En todo este pa­
norama, se alcanzaron
resultados precarios.

Su propósito fue
también alcanzar los
acuerdos por la vía de
las aproximaciones y el
consenso de las distintas
fuerzas y corrientes
políticas y nada más
alejado del resultado
final que no correspondió
al esfuerzo desplegado y,
mucho menos, a las ne­
cesidades y expectativas
de la nación. Para la ne­
gociación de la reforma
electoral se formó una
comisión plural en la
Cámara de Diputados con
la participación de todos
los Partidos ahí repre­
sentados y se organiza­
ron algunos foros de
discusión y de consulta.
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En estos trabajos se
consumieron más de 300
horas de sesiones equi­
valentes a aproxima­
damente 750 jornadas de
trabajo, esto es, más de
dos años-hombre de
trabajo, sin contabilizar
el tiempo consumido en
otros espacios de dis­
cusión.

De acuerdo con sus
responsabilidades y
compromisos, nuestro
Grupo Parlamentario
presentó proyectos y
propuestas e n todo mo­
mento. Puso a conside­
ración un proyecto cons­
titucional integral, hace
más de un año, y pugnó
siempre y aun desde
antes por abrir en el
Congreso la discusión
sobre la reforma polí­
tica. Participó activa­
mente en todos los es­
pacios y en los más
diversos ámbitos pre­
sentando sus propuestas,
atendiendo y estudiando
con seriedad las formu­
ladas por otras agru­
paciones con el ánimo de
obtener los acuerdos
necesarios. Introdujo la
flexibilidad posible en
sus planteamientos y
aceptó muchos otros. Sin
embargo, no hubo por
parte del gobierno ni de
su partido una actitud
similar o recíproca. Al­
gunas veces se dUo que
los temas de nuestro
interés -y que en rigor
lo son de la ciudadanía­
no formaban parte de la
agenda de la negociación
y, en otros casos, que se
habían reservado o com­
prometido con otras
fuerzas políticas. Se 0-

freció, como perspectiva
para un acercamiento,
las cuestiones secunda­
rias.

Lo cierto es que
pese a sus múltiples
cambios, la presente re­
forma dejó de lado los
principales asuntos y las
grandes cuestiones que
debió acometer.

Mantuvo intacto en
lo fundamental la es­
tructura, las facultades
y el funcionamiento de
los organismos electo­
rales y, por lo tanto, el
control del conjunto del
proceso por parte del
gobierno. Relegó la cues­
tión central relacionada
con la autonomía que a
esos organismos otorga
la Constitución, así como
los criterios de legali­
dad, imparcialidad, ob­
jetividad, certeza y pro­
fesionalismo que tam­
bién les asigna.

La reforma consti­
tucional no introdujo
criterios o contenidos
democráticos para la
conformación del Con­
greso de la Unión.

En el caso de la
apertura del Senado de la
República, se recha­
zaron las propuestas que
consideraban la plura­
lidad del espectro polí­
tico nacional e introdu­
jeron fórmulas de re­
presentación proporcio­
nal. En la Cámara de
Diputados la insostenible
cláusula de goberna­
bilidad fue sustituida por
un sistema con parecidos
o peores efectos.



Tampoco
se resolvió ade­
cuadamente el
problema de la
calificación
electoral. Si
bien se supri­
mió el sistema
y la obsoleta
práctica de la
autocalificación
del Poder Le­
gislativo, la
solución re­
sultó insufi­
ciente e insa­
tisfactoria,
puesto que esa
responsabilidad
se asigna ahora
a los distintos
órganos que
constituyen un
Instituto Fede­
ral Electoral
que, como se ha insistido,
queda en realidad y me­
diante determinadas y
conocidas combinaciones
bajo la responsabilidad
y el manejo discresional
del gobierno. Se amenaza
además, desde ahora, con
sanciones que pueden
consistir en la pérdida
del registro a quienes no
acepten esas reglas yese
procedimiento.

La justicia electo­
ral, cuya reforma básica
consiste en la ampliación
de las funciones del
Tribunal Federal Electo­
ral, dejó sin resolver
asuntos tales como la
integración imparcial de
sus componentes, la
facilidad y simpli­
ficación para elaborar y
presentar los recursos
de impugnación, así como
las causantes de nulidad
frente a la falta de cre-
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dibilidad y la abruma­
dora recurrencia del
fraude. La ampliación de
medios probatorios fue
reducida, así como tam­
bién la posibilidad de que
los partidos o los ciuda­
danos subsanen los
errores y deficiencias en
la formulación y pre­
sentación de sus recur­
sos.

En el capítulo de
medios de comunicación,
de financiamiento de los
partidos políticos y de
topes o límites de gastos
de campaña, se perdió la
oportiunidad para hacer
de ellos instrumentos de
una verdadera compe­
tencia equitativa. En
muchos aspectos la pers­
pectiva es más negativa.
En primer lugar, no se
tomó ninguna deter­
minación significativa
para separar al gobierno

de su partido
que, además,
seguirá apro­
piándose de los
símbolos de la
nación. El go­
bierno seguirá
actuando como si
fuera un partido
político y el
partido oficial
como si en él
decansara la le­
gitimidad del
Estado.

El PRI se­
guirá recibiendo
más recursos
que todos los
partidos po­
líticos juntos
por concepto de
financiamiento
público. Se lega-

lizaron la desigualdad, la
asimetría y el abuso en
materia de financia­
miento privado y en la
contratación de tiempos
en los medios de infor­
mación. Asimismo es
inadmisible que los
límites a los gastos de
campaña, acaso los más
elevados del mundo, se
definirán ahora a partir
de una fórmula incierta,
cuya aplicación pasa por
la discrecionalidad de las
Juntas Distritales y
Locales, y para la cam­
paña presidencial, por el
criterio que fije el Con­
sejo General del IFE.
Quedó intocada la facultad
de sindicatos y organi­
zaciones sociales para
hacer aportaciones eco­
nómicas a los partidos,
métodos típicos de los
sistemas corporativos,
del mismo modo que en
otro momento se rechazó
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la prohibición de la afi­
liación masiva de las
organizaciones sociales a
los partidos políticos.

En materia de me­
dios de información, lo
alcanzado se reduce a la
compra de algunos tiem­
pos y espacios prefe­
rentes para quienes
estén en condiciones de
pagarlos. No se aceptó
nada relativo a los tiem­
pos y espacios a que tiene
derecho el Estado -que
no el gobierno- y, en una
equívoca interpretación
de la libertad de empresa
y de expresión, se can­
celaron todas las inicia­
tivas y planteamientos
relativos al derecho a la
información y el de ré­
plica.

Como corolario y a
contra corriente a lo que
ocurre en todas partes,
se restringen al máximo
y hasta hacerlos en la
práctica inaplicables las
posibilidades y derechos
de formar alianzas y
coaliciones y se persiste
en la cancelación de las
candidaturas comunes,
teniendo seguramente
presente y procurando
conjurar el trauma
causado en el proceso
electoral de 1988 y la
experiencia de las tran­
siciones democráticas
más significativas y
exitosas de nuestro
tiempo.

Cerrada la reforma
constitucional con el
gran velo de las modi­
ficaciones al artículo
82, se persistió en el
mismo esquema auto-

ritario y aún se exacerbó
para la discusión de la
Ley Reglamentaria. La
manera en que trans­
currió la última etapa de
la reforma se carac­
terizó, simbólicamente,
por las irregularidades.
El grupo plural de re­
dacción, encargado de
elaborar el dictamen del
que formaban parte todos
los partidos políticos,
nunca se reunió y, en su
lugar, la directiva de la
Comisión de Gobernación
y Puntos Constitu­
cionales preparó el
proyecto que, pese a con­
tener más de 200 páginas
que modificaban más de
1 50 artículos, sin que
fuera leído se aprobó y
en esas condiciones fue
enviado al Pleno.

En una maniobra
burda se intentó que no
se registrara la votación
de los cuatro grupos
parlamentarios que
anunciaron su desa­
cuerdo y su intención de
votar en lo general en
contra de la refo rma. El
desenlace fue aún más
desordenado y escan­
daloso. Con las nuevas
disposiciones se pre­
servó la sobrere­
presentación para el
partido de la mayoría en
la asignación de los
diputados plurinomi­
nales y la integración y
las facultades de los
órganos electorales
quedaron sin cambios
sustanciales. No se logró
dar el carácter de fide­
dignos al Padrón y a la
Lista Nominal Definitiva
y tampoco se ampliaron
los plazos para dar



oportunidad real y efec­
tiva de hacer la revisión
necesaria sobre dichos
documentos antes de la
jornada electoral. A pe­
sar de las diferencias que
definieron nuestro voto
en contra, en lo general,
al dictámen que reforma
al COFIPE insistimos
hasta el final con pro­
puestas mínimas y que
flexibilizamos para
atemperar la antide­
mocracia de la nueva
norma electoral y
mejorar alg unos puntos.
El esfuerzo fue en vano.
En la sesión del 10 de
septiembre, con la vio­
lación incluso de los

acuerdos y de la regla­
mentación parlamen­
tarios, era claro que se
había impuesto una
negociación bipartita y
no plural. Fue así como
determinamos abandonar
la sesión hasta en tanto
se nos hicieran pro­
puestas sustantivas que
modificaran el esquema
de negociación exclu­
yente y permitieran
reconsiderar nuestra
decisión. Llegaron unas
cuantas proposiciones
insustanciales.

El resultado: la
Cámara ha aprobado una
reforma electoral más
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que se suma a las 10
aprobadas en los últimos
82 años. No es acelerando
la tasa de crecimiento en
la producción de re­
formas electorales como
vamos a recuperar la
confianza entre gober­
nados y gobernantes; no
es cambiando mucho
para que todo quede
i 9 iJ a I como vamos a
lograr hacer realidad la
demanda de sufragio
efectivo. Los cambios
políticos que el país
necesita se logran de
manera sencilla, rom­
piendo la simbiosis
partido Estado, garan­
tizando la equidad en la
competencia electoral,
respetando la voluntad
ciudadana.

En su esencia, toda
la reforma electoral está
destinada a asegurar el
mantenimiento y repro­
ducción del actual y
obsoleto sistema político
y atiende no a reclamos
democráticos sino a los
intereses del grupo en el
poder y de sus nuevos
aliados.

Se ha perdido una
oportunidad más. Esta
reforma representa otra
cuenta pendiente del
gobierno; ni crecimiento
con estabilidad, ni equi­
dad, tampoco democracia.
La situación es grave
porque se ha conformado
el cuadro legal en que se
desarrollarán las elec­
ciones de 1994. En

materia jurídica, las
condiciones para la le­
gitimidad de la formación
de los poderes públicos y
para hacernos corres­
ponsables de los resul­
tados electorales no se
han dado. El gobierno
persiste en su política y
estrecha los cauces
democráticos. El PRO,
por su parte, reitera su
compromiso de lucha en
favor de la ampliación y
de las garantías a las
libertades públicas, por
la insturación de un
sistema democrático y
por la vigencia efectiva
del estado de derecho.

Democracia ya,
patria para todos

• Comunicado del Partido de la Revolución Democrática el día 14 de septiembre de 1993.
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